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Autoritarismo regio y representatividad parlamentaria. 
El discurso de Francisco Jerónimo de León 
acerca del parlamento celebrado en el Reino de Cerdeña en el año 1624 
Nuria Verdet Martínez 




El objetivo de este trabajo consiste en analizar el discurso escrito por el abogado fiscal y patrimonial 
del Consejo de Aragón, Francisco Jerónimo de León, en relación al Parlamento celebrado en el reino de 
Cerdeña, en el año 1624, por el virrey Vivas de Canyamars. El texto constituye una defensa de la actua-
ción virreinal caracterizada por la violación del procedimiento parlamentario tradicional, así como de la 
legislación sarda. La apelación al poder absoluto del monarca, así como a la consecución del bien públi-
-co se convierten en argumentos fundamentales para justificar y defender los resultados de las Cortes. 
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Royal authoritarianism and parlamentary representation. The discourse 
of Francisco Jerónimo de León abaut the parliament held in the Kingdom of Sardina in 1624 
 
Abstract 
The aim of this paper is to explain the discourse written by the Advocate Fiscal of the Council ofAragon, 
Francisco Jerónimo de León, in relation to the Parliament held in the kingdom of Sardina, in 1624, by 
viceroy Juan Vivas de Canyamars. The text is a defense of the action of the viceroy, characterized by the 
violation of the tradicional parliamentary procedure and the Sardinian legislation. The monarch's ab-
solute power and the achievement of the public good become the main arguments to justify and defend 
the results of the Parliament. 
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Numerosos memoriales –llegados al Consejo de Aragón tras la clausura del Parlamento celebrado en el 
reino de Cerdeña por el virrey Juan Vivas en el año 1624– revelan el grado de tensión política alcanzado 
durante su desarrollo. Los delegados estamentales insistían en la nulidad de unas Cortes donde tanto el 
procedimiento parlamentario como la legislación sarda habían sido ignorados. La defensa de la actuación 
virreinal constituyó el objetivo central de los textos compuestos por los servidores regios. En 1625, el 
abogado fiscal y patrimonial del Consejo de Aragón, Francisco Jerónimo de León, publicó en Madrid el 
Discurso del doctor don Francisco Gerónimo de León, del Consejo de Su Magestad en el Supremo de 
Aragón acerca del Parlamento celebrado en el Reyno de Cerdeña por el Virrey don Juan Vivas de 
Cañamas, Cavallero de la Orden de Calatrava, señor de la Baronía de Benifayó y Santa Coloma, el año 
1624.
 1
 El análisis del mismo, acometido a continuación, requerirá, en primer lugar, perfilar la trayectoria 
1
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profesional y política de su autor, así como la evolución histórica del reino de Cerdeña en la 
víspera de la asamblea de 1624.2
El abogado fiscal y patrimonial del Consejo de Aragón, Francisco Jerónimo de León
El abogado fiscal y patrimonial del Consejo de Aragón, Francisco Jerónimo de León, 
era un letrado valenciano que en 1625 gozaba de una amplia trayectoria profesional al servicio 
de la corona. Tras la obtención del título de doctor en ambos derechos en la universidad de 
Salamanca en el año 15863, se dedicó durante más de una década al ejercicio privado de la 
abogacía en su ciudad natal. El prestigio ganado durante aquella etapa facilitó su nombramiento 
como asesor del gobernador de Valencia en los asuntos criminales, producido el 20 de mayo de 
1599. Su primer ascenso en el seno de la burocracia estatal lo condujo hasta la Real Audiencia 
de Valencia donde, desde el 16 de junio de 1603, ocupó una plaza de juez de corte. El desempeño 
de aquel oficio obligó al magistrado a situarse al frente de algunos de los batallones encargados 
de reprimir el bandolerismo en diferentes zonas del reino de Valencia. 
Poco más de cuatro años había trabajado en la sala criminal del alto tribunal, cuando el 
22 de agosto del año 1607 recibía su designación como oidor civil de esa misma institución. Su 
participación en la resolución colegiada de los pleitos civiles llegados a la Audiencia, así como 
su colaboración en el asesoramiento del virrey en los asuntos de gobierno le permitió intervenir 
en la toma de decisiones de amplia repercusión para el reino de Valencia. Su actuación refleja 
su alineación con el proyecto político de la monarquía centrado en consolidar su preeminencia 
jurisdiccional en detrimento de la ejercida por otros poderes como la Iglesia, los señoríos o 
los municipios. El excepcional escenario creado en el territorio valenciano tras la expulsión 
de los moriscos se revelaría como una oportunidad única para demostrar su compromiso con 
los intereses regios.4 Su lealtad a la corona quedó manifiesta no solo mediante el desarrollo de 
las funciones jurídico-políticas a las que le capacitaban los cargos desempeñados sino también 
mediante la plasmación de su experiencia en una obra jurisprudencial. Su primer volumen de 
Decisiones Sacrae Regiae Audientiae Valentinae fueron publicadas en Madrid, en el año 1620. 
Cinco años más tarde, en 1625, un segundo tomo de aquella recopilación de sentencias fue 
impreso en orihuela. 
Los años veinte del s. XVII resultaron de enorme trascendencia no solo para la trayec-
toria intelectual de de León sino también para su cursus honorum en el seno de la burocracia 
estatal. Con 52 años de edad el letrado logró su integración en el sistema polisinodial de la 
monarquía. Su traslado a la corte se produjo poco después del 21 de septiembre de 1617, tras 
su elección como abogado fiscal y patrimonial del Consejo de Aragón, plaza que ocuparía hasta 
enero de 1627. Durante aquella etapa, así como tras su nombramiento como regente, producido 
el 27 de septiembre de 1625, el letrado no cesó en su empeño de dejar constancia de su inter-
2 MARoNGIU, A. (1975). “Parlamento e lotta política nel 1624-1625” En MARoNGIU, A. Saggi di storia giuri-
dica e política sarda. Padua: pp. 203-228. ToRE, G. (1996). Il regno di Sardegna nell’età di Filippo IV. Centra-
lismo monarchico, guerra e consenso sociale (1621-30). Milano. MANCoNI, F. (2010). Cerdeña, un reino de la 
Corona de Aragón bajo los Austrias. Valencia.
3 GRAULLERA SANZ, V. (2003). Los juristas valencianos del s. XVII. Valencia: p. 222.
4 VERDET MARTÍNEZ, N. (2010-2011). “Después de 1609. Actuaciones del magistrado Francisco Jerónimo de 
León tras la expulsión de los moriscos del reino de Valencia”. Saitabi, 60-61, pp.203-222.
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vención desde la judicatura de la más alta instancia. La edición en Valencia del tercer volumen 
de su magna obra, dedicado a las Diversarum causarum quae in Supremo Aragonum Consilio 
actitae sunt, sin embargo, no se produciría hasta 1646, más de una década después de su falle-
cimiento, sobrevenido en 1632.5 
La obligación de defender la jurisdicción regia, atribuida al abogado fiscal y patrimonial,6 
permitió a de León abordar materias de gran relevancia política durante aquel período. La ma-
yor oportunidad ofrecida a los titulares de aquel cargo para destacar en el proceso de toma de 
decisiones, frente a la disfrutada en órganos colegiados, explica su mayor proyección personal 
sobre aquellos asuntos.7 La publicación de manera inmediata de algunos breves textos jurídico- 
políticos, con el objetivo de difundirlos en el entorno cortesano, pone en evidencia la circuns-
tancia referida. Con la divulgación de aquellas alegaciones jurídicas, el magistrado se proponía 
influir en la orientación de unas causas de justicia o en algún asunto de gobierno todavía pen-
diente de resolución. Resulta revelador para la caracterización de su desempeño de la abogacía 
fiscal y patrimonial, el hecho de que todos los impresos conocidos del autor fueron editados en 
aquellos momentos. 
Su intervención en el pleito de incorporación de la villa de Castalla a la corona produjo 
como resultado la publicación, en 1625, de Por el procurador Fiscal y Patrimonial de Su Ma-
jestad contra la Duquesa de Béjar, d. Ana de Mendoça.8 En aquel texto, dirigido a argumentar 
su propia intervención desde la abogacía fiscal y patrimonial en el proceso, el jurista no perdía 
ocasión de ofrecer planteamientos justificativos de la integración en el real patrimonio de la 
mencionada villa. La acusación de dos familiares del Santo oficio del asesinato de Ángel Jaga-
racho, asesor del gobernador de Sásser, produjo, en 1622, un contencioso entre la jurisdicción 
regia y la inquisitorial que permitió a de León entrar en contracto con la realidad jurídica sarda. 
Fruto de aquella experiencia fue el texto titulado Por el fiscal real contra el fiscal del Santo 
Oficio de la Inquisición donde realizaba una razonada defensa de la autoridad monárquica.9 
Dos años más tarde, tras la clausura de las Cortes sardas presididas por Vivas, el magistrado se 
afanaba en componer el texto que ahora analizamos.
Juan Vivas de Canyamars y el reino de Cerdeña.
 La personalidad del virrey Vivas de Canyamars, así como su relación con el reino de 
Cerdeña en los momentos previos a la celebración del Parlamento sardo de 1624, resulta de 
gran relevancia para la comprensión del desarrollo y de la conclusión del mismo. Hasta su 
5 Sobre la trayectoria profesional de de León así como de otros magistrados de la Audiencia de Valencia y del Con-
sejo de Aragón en CANET APARISI, T. (1990). La magistratura valenciana (s. XVI-XVII). Valencia. ARRIETA 
ALBERDI, J. (1994). El Consejo Supremo de Aragón (1494-1707) Zaragoza. Sobre de León VERDET MARTÍ-
NEZ, N. (2010). “Francisco Jerónimo de León. Trayectoria de un letrado al servicio de la corona”. Estudis. Revista 
de Historia Moderna, 36, pp. 279-294.
6 ARRIETA ALBERDI, J. (1994) El Consejo..., pp. 366-369.
7 CANET APARISI, T. (2005) “La abogacía fiscal: ¿una figura conflictiva en la administración valenciana?”. En 
Narvona Vizcaíno, R. (ed.) La Mediterrània de la Corona d’Aragó, segles XIII-XVI & VII Centenari de la Sen-
tència Arbitral de Torrellas, 1304-2004: XVIII Congrés d’Història de la Corona d’Aragó. València: Vol. I, pp. 
523-55.
8 Biblioteca Nacional de España, Porcones 742-32.
9 LoI PUDDU, G. (1974). Conflitti di competenza tra la magistratura reale e quella inquisitoriale in Sardegna 
nel secolo XVII. Milano. 
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nombramiento como lugarteniente general del reino de Cerdeña acontecido en 1622, Vivas 
había ejercido las funciones de embajador del rey de España en la república de Génova, una 
cargo que le había permitido no solo ser el verdadero director de la política española en Italia, 
al menos en determinados momentos, sino también recibir unos emolumentos muy superiores a 
los que debía obtener en su nuevo destino.10 Esta disminución salarial afectaba a Vivas en unos 
momentos difíciles, en los que sus baronías de Santa Coloma y de Benifayró de les Valls se 
veían afectadas por la expulsión de los moriscos del reino de Valencia. Estas circunstancias le 
condujeron a solicitar al Consejo de Aragón el restablecimiento de una antigua costumbre que 
permitía al virrey recibir un quinto de los derechos reales por la saca del trigo.11 
El desembarco de don Juan en la isla se producía en un contexto marcado por el recelo 
provocado por aquella medida, interpretada por los estamentos sardos como una continuación de 
los abusos repetidos por sucesivos virreyes valencianos durante más de veinte años. Las quejas 
pronunciadas por las élites callaresas ante el Consejo de Aragón, en relación a aquel privilegio 
concedido a Vivas provocaron un cambio de posición en Madrid. La decisión empujó a don 
Juan a tratar de alcanzar su propio enriquecimiento personal mediante otros procedimientos. Su 
política en relación a la exportación de trigo desde la isla, diseñada en función del mencionado 
objetivo, constituyó uno de los principales desafíos lanzados a los grupos dirigentes sardos. Su 
programa perjudicaba a los productores campesinos a quienes se prohibió la venta directa al 
consumidor, obligándolos en la práctica a entregar el grano a los mercaderes a un precio muy 
bajo. Los privilegios urbanos, que garantizaban el abastecimiento de cereal de la ciudad a un 
reducido precio antes de autorizar la exportación del excedente, también fueron ignorados. Solo 
los comerciantes genoveses vinculados al virrey eran favorecidos por aquellas medidas.12
La feudalidad insular también vio afectados sus intereses por la actuación virreinal. Un 
ataque berberisco, sucedido en las costas sardas en junio de 1623, animó a Vivas a exigir a los 
barones el pago de las sumas necesarias para mantener la milicia. La tensión se acentuó cuando 
el alter nos negó el permiso de realizar un torneo caballeresco en honor de San Saturnino, 
patrón de la ciudad, provocando la adhesión del clero callarés al frente de oposición al virrey.13 
Las enemistades que el lugarteniente general se fue creando en la isla explican las quejas 
emitidas ante la corte por los consellers, los nobles y el arzobispo de Cáller en relación a la 
política virreinal de exportación del cereal. La respuesta al informe elaborado por Joan Dexart, 
abogado del estamento militar, fue el alejamiento de la ciudad y el arresto de algunos notables 
y del conseller segon del municipio. La hostilidad del virrey afectó, incluso, a las máximas 
instituciones del reino, con excepción de los jueces de la real Audiencia y de algún otro ministro 
leal. El procurador patrimonial, Pablo de Castelví, denunciaba en un memorial enviado a Madrid 
no solo el cese ordenado por el virrey de los dos coadjutores de aquel, Juan Carnicer y Juan 
Dexart, sino también las ofensivas virreinales a las prerrogativas de aquel poderoso funcionario 
real.14 
 A comienzos de 1624 el clima de enfrentamiento existente en Cerdeña entre el alter 
nos, por una parte, y la oligarquía municipal de Cáller, el clero de la capital así como parte del 
10 ToRE, G. (1996). Il regno...p. 22.
11 MANCoNI, F. (2010). Cerdeña... p. 347.
12 MANCoNI, F. (2010). Cerdeña…, pp. 348-349 y ToRE, G. (1996). Il regno… p. 23.
13 ToRE, G. (1996). Il regno… pp. 23-25.
14 MANCoNI, F. (2010), Cerdeña…, pp. 349-350.
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estamento militar, por otra, anuncian el carácter conflictivo que iba a adoptar el próximo Parla-
mento. Sin embargo, Vivas va a poner en marcha una hábil estrategia política que le permitirá 
manipular los resultados de la reunión parlamentaria, inaugurada el 5 de febrero de 1624. Du-
rante las Cortes, el lugarteniente trató de aprovechar la tradicional rivalidad entre Cáller y Sás-
ser para controlar el estamento militar. Las amenazas, arrestos y exilios de la capital del reino 
de los delegados callareses contrastaban vivamente con los agasajos derrochados por el virrey 
ante los caballeros del Cabo de Sásser, a quienes incluso amparó en su proyecto de dividir el es-
tamento militar en dos sedes ubicadas en Sásser y en Cáller, respectivamente. La manipulación 
de las habilitaciones orientadas a constituir un brazo militar favorable al programa virreinal 
completaba la maniobra de Vivas. Favoreció la representación por poderes de numerosos caba-
lleros norteños que no pudieron desplazarse a Cáller, mientras atrajo a la isla a algunos grandes 
feudales residentes en España cuyo favor obtuvo mediante la concesión de honores y de todo 
tipo de ventajas materiales.15 El control del estamento militar le permitió rechazar los incesan-
tes disentiments presentados por los callareses, así como legitimar las decisiones resueltas por 
mayoría simple, del mismo modo que Felipe II lo impuso en las Cortes aragonesas de 1592.16 
 El incumplimiento de los procedimientos parlamentarios posibilitó la conclusión de la 
reunión apenas tres meses después del inicio de la misma, el 19 de abril de 1624. El proceso del 
Parlamento fue trasladado al Consejo de Aragón, con la finalidad de que el soberano procediese 
a decretar las súplicas de los estamentos. Los opositores de la política virreinal encontraron la 
posibilidad de apelar al Consejo antes de la sanción definitiva de los resultados de aquella legis-
latura. Los defensores de la postura de fuerza adoptada por Vivas tampoco renunciaron a influir 
en la decisión regia. Numerosos memoriales, orientados en ambas direcciones, llegaron ante la 
mesa del Consejo en las fechas posteriores a la clausura de las Cortes. Uno de aquellos textos, 
titulado Por el estamento militar y señores de vasallos del reino de Cerdeña con el Virrey, como 
Presidente de las Cortes, y algunos caballeros particulares del mismo Estamento17 y firmado 
por el doctor Luis Casanate, fue llevado a Madrid personalmente por don Juan Bautista Cetri-
lles, conde de Cúllar, y por el conde de Serramana. El Discurso de Francisco Jerónimo de León 
constituye una respuesta de derecho al referido escrito. A pesar de la publicación posterior por 
parte del doctor Casanate de una Respuesta a la información del señor Fiscal de Aragón, en 
las diferencias del estamento militar de Cerdeña18, el impreso de nuestro autor gozó de mayor 
influencia sobre la resolución adoptada por el Consejo de Aragón.
El discurso de Francisco Jerónimo de León acerca del Parlamento celebrado en Cerdeña 
en el año 1624
 El Discurso se articulaba entorno a dos unidades temáticas diferenciadas, identificadas 
por el destacado perfil narrativo de la primera y por el cariz argumentativo de la segunda. El re-
lato de los acontecimientos sucedidos durante la celebración de la asamblea representativa con-
formaba el primer tramo del texto.19 El traslado a Madrid de los condes de Cúllar y Serramana 
15 MARoNGIU, A. (1975). “Parlamento...”, p. 212.
16 ToRE, G. (1996). Il regno… pp. 26-27 y MANCoNI, F. (2010). Cerdeña … p. 350
17 BUC, S.P.6.03.002-8.
18 BUC, S.P.6.03.002-10.
19 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, nº 1-31.
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tras la conclusión de las Cortes, con el propósito de entregar ante el Consejo de Aragón el refe-
rido memorial centraba su interés a continuación. Nuestro letrado advertía la falta de validez del 
poder de representación del brazo militar mostrado por el conde de Cúllar. Argumentaba que 
su designación como procurador se concretó antes del inicio de la reunión legislativa, cuando 
tan solo los nobles callareses integraban el mencionado estamento. De León consideraba a don 
Antonio Manca cómo legítimo representante de la aristocracia sarda, pues su elección como tal 
se produjo en un momento caracterizado por la elevada concurrencia de nobles en el brazo mili-
tar. La incorporación de los caballeros sasareses y de los grandes feudales residentes en España 
posibilitó el incremento de la asistencia nobiliaria al que hacía referencia de León. 
 En su criterio, tan ilegítimo resultaba el poder de procuración presentado por el conde 
de Cúllar, como el mandato recibido por éste y por el conde de Serramana para desplazarse a 
la corte, porque la orden fue el resultado de una reunión mantenida por un reducido grupo de 
nobles callareses, después de la clausura del Parlamento. Los acuerdos alcanzados por la referi-
da junta contradecían a la mayor y más sana parte del estamento militar así como a los brazos 
real y eclesiástico quienes aplaudían el resultado de aquella legislatura. De hecho, Antonio 
Manca también había viajado hasta Madrid con el fin de suplicar al soberano la aprobación de 
los acuerdos alcanzados durante la asamblea. La carencia de legitimidad de la referida congre-
gación no derivaba solo del escaso nivel de participación de la aristocracia sarda, sino también 
de la ausencia de una licencia regia o del gobernador para su convocatoria. Esa circunstancia, 
de hecho, había originado la acusación presentada por el procurador patrimonial del reino de 
Cerdeña, Francisco Tola, ante el virrey y la Real Audiencia.20 
 De León indicaba que no pretendía pronunciarse en relación a la legalidad o no de 
aquella congregación, materia que estaba siendo tratada por vía de justicia ante el alto tribunal 
sardo. El único objetivo de su discurso radicaba en ofrecer una respuesta en derecho a cada uno 
de los trece artículos contenidos en el memorial facilitado al soberano por los condes de Cúllar 
y Serramana. La segunda parte del Discurso, también articulada en trece capítulos, nos ofrece 
información más valiosa. Resulta posible distinguir determinadas secciones dedicadas al estric-
to procedimiento parlamentario, tanto a los procesos de deliberación de los estamentos como a 
los mecanismos de determinación de los greuges. El contenido legislativo concreto aprobado 
en las Cortes de 1624 conforma el argumento central de los otros artículos. 
Mecanismos de intromisión en la toma de decisiones de los brazos
El memorial presentado al soberano por los nobles callareses hacía referencia a tres 
mecanismos empleados por don Juan para controlar las resoluciones del brazo militar. El apoyo 
ofrecido por el virrey a la pretensión de Sásser de formar dos estamentos, uno en la referida 
ciudad y otro en Cáller, constituía uno de los procedimientos señalados. No menos criticada re-
sultaba otra propuesta sasaresa sancionada por el lugarteniente general. Ante un posible rechazo 
regio a la desmembración del brazo militar, la nobleza norteña reclamaba la reunión del mismo 
en Oristán, ciudad considerada intermedia por los solicitantes. Los condes de Cúllar y Serrama-
na revelaban como el objetivo de esa petición radicaba en impedir la congregación nobiliaria 
pues ningún caballero residía en aquel lugar, inhabitable durante ocho meses al año. 
20 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, nº 32-33.
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Las amenazas, los destierros de la capital del reino y los encierros en prisión, ejecutados 
por don Juan durante la celebración de las Cortes, conformaban otro de los elementos censura-
dos por los nobles sardos trasladados a Madrid. El comportamiento virreinal descrito había pro-
pagado el miedo entre los asistentes al Parlamento, impidiendo la presencia de la libre voluntad 
entre los mismos. De esa circunstancia derivaba la nulidad de todo lo aprobado en aquella 
legislatura, pues la concurrencia del libre consentimiento resultaba un elemento imprescindible 
para su validez. Los honores y mercedes prometidos a los caballeros del Cabo de Sásser ponían 
de relieve, en mayor grado, el agravio comparativo cometido por el lugarteniente general. Los 
esfuerzos del alter nos para lograr poderes firmados por los ausentes a favor de personas afectas 
al servicio, con el fin de intervenir en la sesión, conformaba otra de las quejas formuladas.
En último término, los nobles callareses destacados en la corte notificaban la imposibili-
dad de revocar los privilegios, los contratos y las leyes realizados de común consentimiento con 
la conformidad tan solo de la mayor parte, por el contrario, en su criterio, la anulación de los 
mismos requería la común aprobación de todos. Los condes de Cúllar y Serramana denunciaban 
la adopción de resoluciones por parte del estamento militar durante aquel Parlamento con la 
aceptación de la mayoría simple, es decir, sin lograr la unanimidad de los asistentes.21 
De León solo contradecía la postura de Vivas en relación a la posibilidad de desmem-
brar el estamento militar. Citaba el Speculum Principum de Pere Belluga y las Extravagantium 
curiarum de Jaume Callís con el fin de evidenciar la dificultad de fragmentar los brazos valen-
cianos y catalanes. Se contaba, además, en el reino de Cerdeña con distintos actos de corte y 
dos misivas reales que regulaban, en la isla, la misma circunstancia. La doctrina de los mencio-
nados juristas peninsulares, sin embargo, conducía a de León a sostener el poder absoluto del 
monarca para convocar, donde considerase conveniente, las Cortes de los distintos territorios 
de la corona de Aragón. La alusión a la práctica parlamentaria del reino de Valencia y del prin-
cipado de Cataluña reforzaba esa posición. En la disquisición del letrado, los capítulos de corte 
sardos que fijaban Cáller como lugar de reunión del brazo militar no suponían un obstáculo. 
Hacía referencia a la posibilidad establecida en el Digesto de revocar cualquier contrato con el 
consentimiento de las partes que lo suscribieron.22 
La calidad personal de Vivas, así como la celebración de la asamblea representativa sar-
da en un lugar tan populoso como Cáller, resultaban elementos que, según el parecer de nuestro 
autor, evidenciaban la ausencia del miedo en aquellas Cortes. Aún en el supuesto de estar pre-
sente el miedo en el Parlamento, las decisiones acordadas por los estamentos no quedaban anu-
ladas ipso iure. La opinión común de los doctores, rescatada por de León, justificaba la referida 
afirmación. La mayor parte de los autores también compartía criterio en relación a la necesidad 
de probar la excepción del miedo con el fin de suprimir tan solo lo sancionado bajo aquellas 
limitaciones. Un conjunto de argumentos doctrinales, dirigidos a dificultar la demostración de 
la excepción del miedo, cerraban el planteamiento expuesto por nuestro jurista.23 
En relación al último de los procedimientos denunciados por los condes de Cúllar y 
Serramana, de León citaba las Decisiones de Tesauro para defender la sumisión de la parte 
menor a la mayor, siempre y cuando el beneficio público, así como el servicio del rey se viesen 
21 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento..., artículos primero, tercero y octavo.
22 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo primero.
23 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo tercero.
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afectados por la decisión tomada. No había duda alguna sobre la presencia de semejantes requi-
sitos en el Parlamento sardo de 1624, donde se otorgó vigencia a leyes universales, sancionadas 
por el soberano a petición de los tres estamentos, con el objetivo de alcanzar el bien público. 
Nuestro jurista no olvidaba, en esta ocasión, incorporar referencias a Belluga y Callís, quienes 
también habían respaldado el sometimiento del conjunto a la consideración de la mayor parte 
en las referidas circunstancias.24
La justificación en derecho de la actuación virreinal conformaba la argumentación cen-
tral del Discurso, sin embargo, de León también se detenía a expresar la conveniencia política 
de la estrategia desarrollada por Vivas. La promesa realizada a los caballeros de Sásser de di-
vidir el estamento militar o, al menos, autorizar su reunión en la villa de Oristán, por un lado, 
y las amenazas, arrestos en prisión y exilios de diferentes nobles callareses había facilitado el 
control del brazo nobiliario. Estas maniobras eran consideradas por el jurista como un acto de 
prudencia, que permitió al virrey la conclusión de un Parlamento dirigido a alcanzar los benefi-
cios señalados –el servicio regio y el bien del reino–.25
La defensa de los capítulos de corte aprobados en el Parlamento
Más allá de los procedimientos empleados para resolver en el brazo militar, los condes 
de Cúllar y Serramana rechazaban el contenido de algunos de los actos de corte sancionados 
durante el Parlamento. En concreto, refutaban cuatro capítulos promulgados con el objetivo de 
estimular el cultivo del trigo y del olivo, así como de aumentar la producción de seda y lana. 
Se planteó la atracción a la isla de unos cincuenta campesinos valencianos y mallorquines, con 
la finalidad de que realizasen injertos a los acebuches y enseñasen esa práctica a los hombres 
del lugar. El reparto de terrenos adecuados para el crecimiento de la morera, entre las personas 
interesadas en la crianza de los gusanos de seda, constituyó otra de las propuestas. La llegada a 
Cerdeña de algunos artesanos pañeros procedentes de Barcelona o Génova para mostrar la téc-
nica manufacturera conformaba otro de los proyectos previstos. Otras medidas se propusieron 
con el fin de modernizar el cultivo del cereal.26 Los nobles sardos, sin embargo, insistían en el 
carácter impracticable de las medidas señaladas, así como en los numerosos inconvenientes y 
en el daño público derivado de la puesta en ejecución de las mismas.27 
La crítica a la forma establecida para dar sustento a una escuadra de ocho galeras, con-
figurada con el propósito de defender las costas sardas de los ataques piráticos, constituía otro 
de los artículos referidos en el memorial compuesto por el doctor Casanate. El perjuicio oca-
sionado a los señores de vasallos por el mecanismo establecido para la financiación de la flota 
se encontraba en el origen de aquel rechazo. Según este informe, los vasallos del reino serían 
gravados con 25.000 de los 30.000 ducados requeridos para el mantenimiento de la escuadra, 
mientras el estamento eclesiástico y el real apenas contribuían con una pequeña cantidad de 
dinero. Los nobles callareses vaticinaban una despoblación de los lugares de vasallos como 
resultado de las elevadas cargas. Se añadía, además, la circunstancia de que aquel capítulo ha-
24 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo octavo.
25 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo tercero.
26 ToRE, G. (1996). Il regno… p. 28.
27 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento…, artículo duodécimo.
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bía sido aprobado por mayoría simple con el voto de pocos feudatarios y con el apoyo de los 
caballeros sasareses que no tenían vasallos.28
La nobleza sarda se veía, asimismo, afectada por la restauración del servicio de los caba-
llos ligeros, acometida en aquella legislatura. Diferentes señores poseían en el reino de Cerdeña 
numerosas villas y lugares cedidos por el soberano en feudo. Aquellos se habían comprometido 
a servir, tanto en reconocimiento del monarca como en virtud de las investiduras feudales, con 
ciertos caballos ligeros así como con otros armados para la defensa del litoral. Los feudatarios 
habían sostenido ochenta y cuatro u ochenta y cinco caballos durante los dos o tres meses de 
verano. Durante el virreinato de don Miguel de Moncada, la vigilancia costera se extendió a la 
totalidad del año reduciendo, sin embargo, el número de caballos destinados a la guarda maríti-
ma a veinticinco. En las Cortes presididas, en el año 1603, por el conde de Elda, a petición del 
estamento militar, se dispensó a los feudatarios del cumplimiento de aquella carga, a cambio 
de la aportación del sueldo de 12 alabarderos incorporados a la guarda virreinal. El Parlamento 
dirigido por Vivas, sin embargo, había sancionado el restablecimiento de aquella prestación.29
La instauración de la figura del padre censor no podía dejar de ser condenada por la 
feudalidad callaresa,30 pues minaba por la base el sistema económico sobre el que se erigía el 
feudo. Al inicio de cada año agrario, este funcionario real debería efectuar un registro de la 
fuerza de trabajo disponible, asignando a los cultivadores una extensión de tierra suficiente que 
debía ser sustraída de la propiedad feudal o del patrimonio de la comunidad. Hipotecando los 
bienes de esta última y vendiendo el grano producido por los cultivadores, el censor debería 
abastecer a los campesinos de un número adecuado de yugos de trabajo, impedir el secuestro de 
la cosecha así como de los útiles de trabajo por parte de los acreedores, y custodiar la simiente 
necesaria para el cultivo del año siguiente, en un almacén municipal. La figura del censor debía 
gozar de un salario adecuado y de privilegios jurídicos para protegerse de eventuales represalias 
del señor feudal.31 
Los planteamientos presentados por de León, con objeto de justificar la validez de los 
mencionados capítulos, tendían a reforzar la autoridad regia en relación a la producción legis-
lativa durante el desarrollo de los Parlamentos. Las reflexiones propuestas reiteraban y ahonda-
ban en las ideas apuntadas para defender la facultad regia de sancionar leyes con el acuerdo ex-
clusivo de la mayoría. Una tesis donde la consecución del bien público y el carácter universal de 
la ley ratificada con el beneplácito de los tres brazos se combinaban para respaldar, por un lado, 
la supresión de privilegios y derechos de los particulares y, por otro, desactivar la oposición. El 
acuerdo de los tres brazos –proposición falaz porque obviamente no existía ese consenso– y la 
obtención del beneficio universal –principio también cuestionado por los opositores– facultaban 
al soberano a suscribir disposiciones por mayoría simple en detrimento del derecho adquirido. 
Ese argumento había sido esgrimido para defender la ratificación del capítulo del padre censor, 
de la escuadra de galeras y los dedicados a aumentar la producción de lana y seda, así como el 
cultivo del trigo y el olivo.32
28 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento… artículo séptimo y décimo.
29 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento…, artículo segundo.
30 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento…, artículo noveno.
31 ToRE, G. (1996). Il regno… p. 29.
32 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo séptimo, noveno, décimo y duodécimo.
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 Otro descargo merecían las disposiciones centradas en la reposición del servicio de los 
caballos ligeros, pues su aprobación exigía la revocación de una ley corroborada en el Parla-
mento precedente con el beneplácito del rey y el reino. De León empleó una estrategia mane-
jada en otros contextos para desautorizar determinados fueros. Su razonamiento se centrada en 
evidenciar las numerosas irregularidades presentes en el acto de corte decretado en 1603, con 
el fin de anular el servicio de los caballos ligeros. No se trataba de una ley general decretada 
en beneficio del reino, sino de un privilegio particular solicitado tan solo por el estamento mi-
litar. El vicio de la subrepción, incluso la coacción al rey, necesaria para lograr su validación, 
producía la nulidad del mismo. La enajenación de regalías contenida en aquella disposición 
no perjudicaba al monarca sucesor, gozando de vigencia tan solo durante la vida del soberano 
que las cedió. El rey, además, disfrutaba de facultad para revocar el juramento realizado en 
detrimento del reino, condición contenida en la supresión de los caballos ligeros. No olvidaba 
advertir cómo los compromisos adquiridos por los feudatarios en las concesiones feudales no 
podían ser anulados.33 
Los mecanismos de control de la declaración de los disentimientos
El reparo de los greuges constituía otra de las funciones centrales de toda asamblea 
representativa. La primera y principal regla establecida por Belluga, en el modo de admitir y 
determinar los disentimientos, radicaba en la observancia de la costumbre seguida en las Cor-
tes precedentes. En su memorial, los condes de Cúllar y Serramana traían a colación aquella 
aserción, sin dejar de aludir a la comisión entregada al virrey por el monarca sobre el modo 
de proceder durante la legislatura sarda del año 1624, ordenándole en este extremo respetar la 
costumbre. Vivas, sin embargo, había excedido de manera notoria el estilo practicado en la ce-
lebración de Parlamentos, produciendo como resultado una serie de agravios, evidenciados por 
los nobles callareses llegados a Madrid.
El control ejercido por el virrey en la resolución de los greuges presentados por el es-
tamento militar ponía en evidencia el autoritarismo ejercido por Vivas durante aquel encuen-
tro. Las quejas emitidas por los representantes de la nobleza callaresa alcanzaban numerosas 
situaciones irregulares, como la determinación personal de ciertos disentimientos por parte del 
lugarteniente general sin efectuar consulta alguna con los jueces de greuges nombrados por la 
corte. La elección virreinal de un número superior de provisores en relación a los designados 
por los estamentos, o la aceptación del voto de los abogados fiscales y patrimoniales conforma-
ban otros procedimientos criticados por los condes de Cúllar y Serrmana. Otro de los elementos 
denunciados radicaba en la exclusión de ciertos jueces regios, durante algunas votaciones, por 
temor a la emisión de un parecer contrario a los intereses del alter nos.34
De León sancionaba aquella actuación proponiendo unos planteamientos jurídicos ten-
dentes a reforzar la autoridad del monarca. En la mayor parte de las ocasiones, las referencias 
a la costumbre seguida en el reino de Cerdeña o incluso en otros territorios de la corona de 
Aragón estaban presentes. Junto a este y otros argumentos, el más importante de los utilizados 
por de León era el extraído de la obra de Belluga, basado en el poder absoluto del soberano. La 
33 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo segundo.
34 BUC, S.P.6.03.002-8, Por el estamento…, artículo quinto.
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mayor jurisdicción y poder perteneciente al rey permitía a su lugarteniente determinar los agra-
vios de manera personal, pues solo la benignidad y clemencia regia garantizaba la nominación 
de jueces por parte de la corte. Esa preeminencia regia explicaba también la capacidad de Vivas 
para designar un número de provisores superior a los investidos por la corte o para distinguir a 
los abogados fiscal y patrimonial como tales. La elección de 11 jueces de greuges por parte del 
soberano hacía necesario destacar a los 6 más apropiados para la declaración de cada uno de los 
agravios. Esa circunstancia no implicaba, en opinión de nuestro jurista, que el virrey apartase a 
los provisores alejados de su opinión en cada votación, por el contrario, se trataba del procedi-
miento establecido.35
Más allá de la forma empleada para la resolución de los agravios, los condes desplazados 
a Madrid denunciaban otras decisiones tomadas por el alter nos en relación a los disentimien-
tos. Entre estas podemos destacar la medida adoptada por el lugarteniente general en relación 
a los greuges formulados antes de la habilitación de las personas convocadas al Parlamento. 
La orden virreinal de no declarar aquellos disentimientos constituía, en opinión de los nobles 
callareses, un motivo suficiente para exigir la nulidad del Parlamento. La respuesta de nuestro 
autor a este artículo se fundamentaba en la doctrina Belluga y Callís quienes sostuvieron que 
la legitimación de los citados a Cortes debía abordarse al comienzo de las mismas, antes que 
ningún otro acto jurídico.36 
Resultados
 La obligación de defender la jurisdicción real, propia de la abogacía fiscal y patrimonial 
del Consejo de Aragón, llevó a de León a publicar, durante el desempeño del mencionado car-
go, el texto que hemos analizado. El conflicto surgido en sede parlamentaria entre una amplia 
porción de la clase política sarda, protectora de las leyes y privilegios regnícolas, por un lado, 
y el lugarteniente general del reino, representante de la autoridad regia, exigió a de León tomar 
partido a favor de la corona. Su Discurso no garantizaba una negociación en igualdad de con-
diciones entre el rey y el reino durante el desarrollo de las asambleas representativas sardas, al 
contrario, aseguraba la preeminencia del soberano o de su lugarteniente. De León había apelado 
al poder absoluto del monarca para emplazar el Parlamento en el lugar que considerase opor-
tuno. Abogaba, asimismo, la mayor jurisdicción del soberano en la resolución de los disenti-
mientos, por tanto, la participación de los representantes estamentales en la determinación de 
los mismos podía ser considerada fruto de la benignidad y clemencia regia. Las deliberaciones 
del brazo militar no eran ajenas a la intromisión real, pues la concurrencia del miedo infundido 
por el lugarteniente en las mismas no anulaba ipso iure los acuerdos alcanzados. Sin embargo, 
el planteamiento más perjudicial para la autonomía del estamento nobiliar, de los expuestos por 
nuestro autor, radicaba en la defensa de la toma de decisiones por mayoría simple. El objetivo 
de alcanzar el bien, público mediante la sanción de una ley universal con el consentimiento de 
los tres brazos, justificaba el procedimiento descrito.
El Discurso de Francisco Jerónimo de León resultó decisivo en la resolución adoptada 
por el Consejo de Aragón en relación al recurso interpuesto contra la conducta de Vivas durante 
35 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo quinto.
36 BUC, S.P.6.3.2.5, Discurso…, artículo cuarto.
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el Parlamento. La consulta del 7 de junio de 1624 concluyó la desestimación de las demandas 
de los recurrentes. Sin embargo, la naturaleza política del conflicto en el reino de Cerdeña no 
residía únicamente en la conducción autoritaria de las Cortes. La decisión tomada por el Consejo 
de Aragón, en agosto de ese mismo año, de enviar un visitador real a la isla, con el objetivo de 
examinar la administración de Vivas, supuso un espaldarazo a un método de gobierno basado 
en el enfrentamiento entre el rey y el reino, así como su sustitución por un estrategia fundada 
en la negociación entre ambos. El conocimiento de la noticia impulsó a don Juan a abandonar 
la ciudad de Cáller, donde en mayo de 1624 habían intentado asesinarlo en el propio palacio, 
envenenando con la comida. Su fallecimiento ocurrido en Sásser, en septiembre de 1625, tras 
una breve enfermedad, significó el final de aquella etapa y el inicio de una nueva estrategia 
presidida por la tradicional colaboración entre corona y súbditos.37 
[índiCe]
37 MANCoNI, F. (2010). Cerdeña… pp. 353-355 y ToRE, G. (1996). Il regno… pp. 35-39
